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CONVENCIÓN RELATIVA A LA 

ESCLAVITUD Y PROTOCOLO 

PARA MODIFICAR LA 

CONVENCIÓN RELATIVA A LA 

ESCLAVITUD 
 

Considerando que la Convención sobre la Esclavitud firmada en Ginebra el 

25 de septiembre de 1926 (denominada en adelante en el presente 

instrumento “la Convención”) encomendó a la Sociedad de las Naciones 

determinados deberes y funciones, y  

 

Considerando que es conveniente que las Naciones Unidas asuman en 

adelante el ejercicio de esos deberes y funciones,  

 

Han convenido en lo siguiente:  

 

ARTÍCULO I  
Los Estados Partes en el presente Protocolo se comprometen entre sí, con 

arreglo a las disposiciones de este Protocolo, a atribuir plena fuerza y 

eficacia jurídica a las modificaciones de la Convención que figuran en el 

anexo al Protocolo, y a aplicar debidamente dichas modificaciones.  

 

ARTÍCULO II  
1. El presente Protocolo estará abierto a la firma o a la aceptación de 

todos los Estados Partes en la Convención a los que el Secretario General 

haya enviado al efecto copia del Protocolo.   

2. Los Estados podrán llegar a ser partes en el presente Protocolo:  

a) Por la firma sin reserva en cuanto a la aceptación;  

b) Por la firma con reserva en cuanto a la aceptación y la aceptación 

ulterior;  

c) Por la aceptación.  

3. La aceptación se efectuará depositando un instrumento en debida forma 

en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.  

 

ARTÍCULO III  
1. El presente Protocolo entrará en vigor en la fecha en que hayan 

llegado a ser partes en el mismo dos Estados y, en lo sucesivo, respecto 
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de cada Estado, en la fecha en que éste llegue a ser parte en el 

Protocolo.  

2. Las modificaciones que figuran en el anexo al presente Protocolo 

entrarán en vigor cuando hayan llegado a ser partes en el Protocolo 

veintitrés Estados.  

En consecuencia cualquier Estado que llegare a ser parte en la Convención 

después de haber entrado en vigor las modificaciones de la misma será 

parte en la Convención así modificada.  

 

ARTÍCULO IV  
Conforme al párrafo 1 del Artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas 

y al reglamento aprobado por la Asamblea General para la aplicación de 

ese texto, el Secretario General de las Naciones Unidas queda autorizado 

para registrar, en las fechas de su respectiva entrada en vigor, el 

presente Protocolo, y las modificaciones introducidas en la Convención 

por el Protocolo, y a publicar, tan pronto como sea posible después del 

registro, el Protocolo y el texto modificado de la Convención.  

 

ARTÍCULO V  
El presente Protocolo, cuyos textos chino, español, francés, inglés y 

ruso son igualmente auténticos, será depositado en los archivos de la 

Secretaría de las Naciones Unidas. Como los textos auténticos de la 

Convención, que ha de ser modificada de conformidad con el anexo, son 

únicamente el inglés y el francés, los textos inglés y francés del anexo 

serán igualmente auténticos y los textos chino, español y ruso serán 

considerados como traducciones. El Secretario General preparará copias 

certificadas del Protocolo, con inclusión del anexo, para enviarlas a los 

Estados Partes en la Convención, así como a todos los demás Estados 

Miembros de las Naciones Unidas. Al entrar en vigor las modificaciones 

con arreglo a lo previsto en el artículo III, el Secretario General 

preparará también, para enviarlas a los Estados, inclusive los que no son 

miembros de las Naciones Unidas, copias certificadas de la Convención así 

modificada.   

 

EN TESTIMONIO DE LO CUAL los infrascritos, debidamente autorizados por 

sus respectivos Gobiernos, han firmado el presente Protocolo en las 

fechas que figuran al lado de sus respectivas firmas.  

HECHO en la Sede de las Naciones Unidas, Nueva York, el 7 de diciembre de 

mil novecientos cincuenta y tres.  

 

 

ANEXO AL PROTOCOLO PARA MODIFICAR LA CONVENCIÓN SOBRE LA 

ESCLAVITUD FIRMADA EN GINEBRA EL 25 DE SEPTIEMBRE DE 1926  
 

En el artículo 7 se reemplazarán las palabras “al Secretario General de 

la Sociedad de las Naciones” por “al Secretario General de las Naciones 

Unidas”.  

En el artículo 8 se reemplazarán las palabras “la Corte Permanente de 

Justicia Internacional” por “la Corte Internacional de Justicia”, y las 

palabras “el Protocolo de 16 de diciembre de 1920 relativo a la Corte 
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Permanente de Justicia Internacional” por “el Estatuto de la Corte 

Internacional de Justicia”.  

En el primero y segundo párrafos del artículo 10 se reemplazarán las 

palabras “la Sociedad de las Naciones” por “las Naciones Unidas”.  

Los tres últimos párrafos del artículo 11 serán suprimidos y sustituidos 

por los párrafos siguientes:  

La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados, 

incluso aquellos que no sean miembros de las Naciones Unidas, a los 

cuales el Secretario General de las Naciones Unidas haya enviado una 

copia certificada de la Convención.  

La adhesión se efectuará depositando un instrumento en debida forma en 

poder del Secretario General de las Naciones Unidas, quien la notificará 

a todos los Estados Partes en la Convención y a todos los demás Estados a 

que se refiere este artículo, informándoles de la fecha en que se haya 

recibido en depósito cada uno de dichos instrumentos de adhesión.  

En el artículo 12 se reemplazarán las palabras “la Sociedad de las 

Naciones” por “las Naciones Unidas”. 
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CONVENCIÓN SUPLEMENTARIA 

SOBRE LA ABOLICIÓN DE LA 

ESCLAVITUD, LA TRATA DE 

ESCLAVOS Y LAS 

INSTITUCIONES Y 

PRÁCTICAS ANÁLOGAS A LA 

ESCLAVITUD 
 

PREÁMBULO 
 

Los Estados Partes en la presente Convención, 

 

Considerando que la libertad es un derecho innato de todo ser humano; 

 

Conscientes de que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en 

la Carta su fe en la dignidad y el valor de la persona humana; 

 

Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos, proclamada 

por la Asamblea General como ideal común que todos los pueblos y naciones 

han de realizar, afirma que nadie estará sometido a esclavitud ni a 

servidumbre y que la esclavitud y la trata de esclavos están prohibidas 

en todas sus formas; 

 

Reconociendo que desde que se concertó en Ginebra, el 25 de septiembre de 

1926, el Convenio sobre la Esclavitud, encaminado a suprimir la 

esclavitud y la trata de esclavos, se han realizado nuevos progresos 

hacia ese fin; 

 

Teniendo en cuenta el Convenio sobre el Trabajo Forzoso, de 1930, y las 

medidas adoptadas después por la Organización Internacional del Trabajo 

en materia de trabajo forzoso u obligatorio; 

 

Advirtiendo, sin embargo, que la esclavitud, la trata de esclavos y las 

instituciones y prácticas análogas a la esclavitud no han sido aún 

suprimidas en todas las partes del mundo; 2246 Compilación de 
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Instrumentos Internacionales sobre Protección de la Persona aplicables en 
México,  

 

Habiendo decidido, por ello, que el Convenio de 1926, que continúa en 

vigor, debe ser ampliado ahora por una convención suplementaria destinada 

a intensificar los esfuerzos nacionales e internacionales encaminados a 

abolir la esclavitud, la trata de esclavos y las instituciones y 

prácticas análogas a la esclavitud;  

Han convenido en lo siguiente: 

 

 

SECCIÓN I: INSTITUCIONES Y PRÁCTICAS ANÁLOGAS A LA ESCLAVITUD 

 

Artículo 1 
Cada uno de los Estados Partes en la Convención adoptará todas aquellas 

medidas, legislativas o de cualquier otra índole, que sean factibles y 

necesarias para lograr progresivamente y a la mayor brevedad posible la 

completa abolición o el abandono de las instituciones y prácticas que se 

indican a continuación, dondequiera que subsistan, les sea o no aplicable 

la definición de esclavitud que figura en el artículo 1 del Convenio 

sobre la Esclavitud, firmado en Ginebra en 25 de septiembre de 1926: 

a) La servidumbre por deudas, o sea, el estado o la condición que resulta 

del hecho de que un deudor se haya comprometido a prestar sus servicios 

personales, o los de alguien sobre quien ejerce autoridad, como garantía 

de una deuda, si los servicios prestados, equitativamente valorados, no 

se aplican al pago de la deuda, o sino se limita su duración ni se define 

la naturaleza de dichos servicios; 

b) La servidumbre de la gleba, o sea, la condición de la persona que está 

obligada por la ley, por la costumbre o por un acuerdo a vivir y a 

trabajar sobre una tierra que pertenece a otra persona y a prestar a 

ésta, mediante remuneración o gratuitamente, determinados servicios, sin 

libertad para cambiar su condición; 

c) Toda institución o práctica en virtud de la cual: 

i) Una mujer, sin que le asista el derecho a oponerse, es prometida o 

dada en matrimonio a cambio de una contrapartida en dinero o en especie 

entregada a sus padres, a su tutor, a su familia o a cualquier otra 

persona o grupo de personas; 

Derecho Internacional Humanitario, Derecho Penal Internacional y Derecho 

Internacional de los Refugiados • Esclavitud y Trata de Personas 

ii) El marido de una mujer, la familia o el clan del marido tienen el 

derecho de cederla a un tercero a título oneroso o de otra manera; 

iii) La mujer, a la muerte de su marido, puede ser transmitida por 

herencia a otra persona; 

d) Toda institución o práctica en virtud de la cual un niño o un joven 

menor de dieciocho años es entregado por sus padres, o uno de ellos, o 

por su tutor, a otra persona, mediante remuneración o sin ella, con el 

propósito de que se explote la persona o el trabajo del niño o del joven. 

 

 

SECCIÓN II: LA TRATA DE ESCLAVOS 
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Artículo 3 
1. El acto de transportar o de intentar transportar esclavos de un país a 

otro por cualquier medio de transporte, o la complicidad en dicho acto, 

constituirá delito en la legislación de los Estados Partes en la 

Convención, y las personas declaradas culpables de él serán castigadas 

con penas muy severas. 

2. Con objeto de poner fin a las instituciones y prácticas a que se 

refiere el inciso c) del artículo 1 de la presente Convención, los 

Estados Partes se comprometen a prescribir, allí donde proceda, edades 

mínimas apropiadas para el matrimonio, a fomentar la adopción de un 

procedimiento que permita a cualquiera de los contrayentes expresar 

libremente su consentimiento al matrimonio ante una autoridad civil o 

religiosa competente, y a fomentar la inscripción de los matrimonios en 

un registro. 
a) Los Estados Partes dictarán todas las disposiciones necesarias para 

impedir que los buques y las aeronaves autorizados a enarbolar su 

pabellón transporten esclavos y para castigar a las personas culpables de 

dicho acto o de utilizar el pabellón nacional con ese propósito;2248 

Compilación de Instrumentos Internacionales sobre Protección de la 

Persona aplicables en México 

b) Los Estados Partes adoptarán todas las medidas necesarias para impedir 

que sus puertos, aeropuertos y costas sean utilizados para el transporte 

de esclavos. 

3. Los Estados Partes en la Convención procederán a un intercambio de 

información con objeto de conseguir una coordinación práctica de las 

medidas tomadas por ellos para combatir la trata de esclavos y se 

comunicarán mutuamente todo caso de trata de esclavos y toda tentativa de 
cometer dicho delito que llegue a su conocimiento. 

 

Artículo 4 
Todo esclavo que se refugie a bordo de cualquier buque de un Estado Parte 

en la Convención quedará libre ipso facto. 

 

 

SECCIÓN III: DISPOSICIONES COMUNES A LA ESCLAVITUD Y A LAS 
INSTITUCIONES Y PRÁCTICAS ANÁLOGAS A LA ESCLAVITUD 

 

Artículo 5 
En cualquier país donde la esclavitud o las instituciones y prácticas 

mencionadas en el artículo 1 de esta Convención no hayan sido 

límpidamente abolidas o abandonadas, el acto de mutilar o de marcar a 

fuego, o por otro medio, a un esclavo o a una persona de condición servil 

ya sea para indicar su condición, para infligirle un castigo o por 

cualquier otra razón— o la complicidad en tales actos, constituirá delito 

en la legislación de los Estados Partes en la Convención, y las personas 

declaradas culpables incurrirán en penalidad. 

 

Artículo 6 
1. El hecho de reducir a una persona a esclavitud, o de inducirla a 

enajenar su libertad o la de una persona dependiente de ella para quedar 

reducida a esclavitud, la tentativa de cometer estos actos o la 
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complicidad en ellos o la participación en un acuerdo para ejecutarlos, 

constituirán delito en la legislación de los Estados Partes en la 

Convención y las personas declaradas culpables de ellos incurrirán en 

penalidad. 
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2. A reserva de lo establecido en el párrafo primero del artículo 1 de la 

Convención, las disposiciones del párrafo 1 del presente artículo se 

aplicarán también al hecho de inducir a una persona a someterse o a 

someter a una persona dependiente de ella a un estado servil que resulte 

de cualquiera de las instituciones o prácticas mencionadas en el artículo 

1, así como a la tentativa de cometer estos actos, o la complicidad en 

ellos, y a la participación en un acuerdo para ejecutarlos. 

 

 

SECCIÓN IV: DEFINICIONES 

 

Artículo 7 

A los efectos de la presente Convención: 
a) La "esclavitud", tal como está definida en la Convención sobre la 

Esclavitud de 1926, es el estado o condición de las personas sobre las 

que se ejercen todos o parte de los poderes atribuidos al derecho de 

propiedad, y "esclavo" es toda persona en tal estado o condición; 

b) La expresión "persona de condición servil" indica toda persona 

colocada en la condición o estado que resulta de alguna de las 

instituciones o prácticas mencionadas en el artículo 1 de la Convención; 

c) "Trata de esclavos" significa y abarca todo acto de captura, de 

adquisición o de disposición de una persona con intención de someterla a 

esclavitud; todo acto de adquisición de un esclavo con intención de 

venderlo o de cambiarlo; todo acto de cesión por venta o cambio de una 

persona, adquirida con intención de venderla o cambiarla, y, en general 

todo acto de comercio o de transporte de esclavos, sea cual fuere el 

medio de transporte empleado. 

 

 

SECCIÓN V: COOPERACIÓN ENTRE LOS ESTADOS PARTES Y TRANSMISIÓN 

DE INFORMACIÓN 

 

Artículo 8 
1. Los Estados Partes en la Convención se comprometen a cooperar entre sí 

y con las Naciones Unidas para dar cumplimiento a las anteriores 

disposiciones.2250 Compilación de Instrumentos Internacionales sobre 

Protección de la Persona aplicables en México 

2. Los Estados Partes se comprometen a transmitir al Secretario General 

de las Naciones Unidas ejemplares de todas las leyes, reglamentos y 

disposiciones administrativas promulgados o puestos en vigor para dar 

efecto a las disposiciones de la Convención. 

3. El Secretario General comunicará los datos recibidos en virtud del 

párrafo 2 a los demás Estados Partes y al Consejo Económico y Social como 

elemento de documentación para cualquier examen que el Consejo emprenda 
con el propósito de formular nuevas recomendaciones para la abolición de 
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la esclavitud, la trata de esclavos o las instituciones y prácticas que 

son objeto de la Convención. 

 

 

SECCIÓN VI: DISPOSICIONES FINALES 

 

Artículo 9 
No se admitirá ninguna reserva a la presente Convención. 

 

Artículo 10 
Cualquier conflicto que surja entre los Estados Partes en la Convención 

respecto a su interpretación o a su aplicación, que no pueda ser resuelto 

por negociación, será sometido a la Corte Internacional de Justicia a 

petición de cualquiera de las Partes en conflicto, a menos que éstas 

convengan en resolverlo en otra forma. 

 

Artículo 11 
1. La presente Convención estará abierta a la firma de cualquier Estado 

Miembro de las Naciones Unidas o de los organismos especializados hasta 

el 1o. de julio de 1957. Quedará sometida a la ratificación de los 

Estados signatarios, y los instrumentos de ratificación serán depositados 

en poder del Secretario General de las Naciones Unidas, que lo comunicará 

a todos los Estados signatarios de la Convenció no que se adhirieren a 

ella. 

2. Después del 1o. de julio de 1957, la Convención quedará abierta a la 

adhesión de cualquier Estado Miembro de las Naciones Unidas o de un 

organismo especializado, o a la de cualquier otro Estado a quien la 

Asamblea General de las Naciones Unidas haya invitado.  
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adherirse a la Convención. La adhesión se efectuará depositando un 

instrumento en debida forma en poder del Secretario General de las 

Naciones Unidas, que lo comunicará a todos los Estados signatarios de la 

Convención o que se adhirieren a ella. 

 

Artículo 12 
1. La presente Convención se aplicará a todos los territorios no 

autónomos, en fideicomiso, colonial y ciernas territorios río 

metropolitanos cuyas relaciones internacionales estén encomendadas a 

cualquiera de los Estados Partes; la Parte interesada, en momento de la 
firma, de la ratificación o de la adhesión, y a reserva de lo dispuesto 

en el párrafo 2 del presente artículo, deberá indicar el territorio o los 

territorios no metropolitanos a los que la Convención se aplicará ipso 

facto como resultado de dicha firma, ratificación o adhesión. 

2. Cuando, en virtud de las leyes o prácticas constitucionales del Estado 

Parte o del territorio no metropolitano, sea necesario el consentimiento 

previo de un territorio no metropolitano, la Parte deberá procurar 

obtener el consentimiento del territorio no metropolitano dentro de los 

doce meses siguientes a la fecha en que el Estado metropolitano haya 

firmado la Convención, y, cuando lo haya obtenido, lo notificará al 

Secretario General. La Convención se aplicará al territorio o a los 
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territorios mencionados en dicha notificación desde la fecha en que la 

reciba el Secretario General. 

3. A la terminación del plazo de doce meses mencionado en el párrafo 

anterior, los Estados Partes interesados comunicarán al Secretario 

General el resultado de las consultas con los territorios no 

metropolitanos cuyas relaciones internacionales les estén encomendadas y 

que no hubieren dado su consentimiento para la aplicación de la 

Convención. 

 

Artículo 13 
1. La presente Convención entrará en vigor en la fecha en que sean Partes 

en ella dos Estados. 

2. La Convención entrará luego en vigor, respecto de cada Estado y 

territorio, en la fecha de depósito del instrumento de ratificación o de 

adhesión de ese Estado o de la notificación de su aplicación a dicho 

territorio.2252 Compilación de Instrumentos Internacionales sobre 

Protección de la Persona aplicables en México 

 

Artículo 14 
1. La aplicación de la presente Convención se dividirá en períodos 

sucesivos de tres años, el primero de los cuales empezará a contarse a 

partir de la fecha en que entre en vigor la Convención, según lo 

dispuesto en el párrafo 1 del artículo 13. 

2. Todo Estado Parte podrá denunciar la Convención notificándolo al 

Secretario General seis meses, por lo menos, antes de que expire el 

período de tres años que esté en curso. El Secretario General informará a 

todos los demás Estados Partes acerca de dicha notificación y de la fecha 

en que la haya recibido. 

3. Las denuncias surtirán efecto al expirar el período de tres años que 

esté en curso. 

4. En los casos en que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 12, 

la Convención se haya hecho aplicable a un territorio no metropolitano de 

una Parte, ésta, con el consentimiento del territorio de que se trate, 

podrá, desde entonces, notificar en cualquier momento al Secretario 

General de las Naciones Unidas que denuncia la Convención por lo que 

respecta a dicho territorio. La denuncia surtirá efecto un año después de 

la fecha en que haya sido recibida la notificación por el Secretario 

General, quien informará de dicha notificación y de la fecha en que la 

haya recibido a todos los demás Estados Partes. 

 

Artículo 15 
La presente Convención, cuyos textos chino, español, francés, inglés y 

ruso son igualmente auténticos, será depositada en los archivos de la 

Secretaría de las Naciones Unidas. 

El Secretario General extenderá copias certificadas auténticas de la 

Convención para que sean enviadas a los Estados Partes, así como a todos 

los demás Estados Miembros de las Naciones Unidas y de los organismos 

especializados. 

EN TESTIMONIO DE LO CUAL los infrascritos, debidamente autorizados por 

sus respectivos Gobiernos, han firmado la presente Convención en las 

fechas que figuran al lado de sus respectivas firmas. 
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CONVENCIÓN 

INTERNACIONAL PARA 

LA SUPRESIÓN DE LA 

TRATA DE MUJERES Y 

MENORES 
 

Albania, Alemania, Austria, Bélgica, Brasil, el Imperio Británico (junto 

con el Canadá, la Commonwealth de Australia, la Unión del África del Sur, 

Nueva Zelandia y la India), Chile, China, Colombia, Costa Rica, Cuba, 

Estonia, Grecia, Hungría, Italia, Japón, Letonia, Lituania, Noruega, los 

Países Bajos, Persia, Polonia (con Dantzig), Portugal, Rumania, Siam, 

Suecia, Suiza, Checoeslovaquia, Deseando realizar en forma completa la 

represión de la trata de mujeres y menores señalada en el preámbulo del 

Convenio del 18 de mayo de 1904 y en el de la Convención del 4 de mayo de 

1910 bajo la denominación de "Trata de Blancas".  

Habiendo tomado nota de las recomendaciones contenidas en el Acta Final 

de la Conferencia Internacional reunida en Ginebra, a convocatoria del 

Consejo de la Sociedad de Naciones del 30 de junio al 5 de julio de 1921; 

y  

Habiendo resuelto celebrar una Convención adicional del Convenio y 

Convención arriba aludidos;  

Quienes después de haberse comunicado sus plenos poderes, hallados en 

buena y debida forma, han convenido en las disposiciones siguientes:  

 

Artículo 1  
Las Altas Partes Contratantes, en caso de que todavía no fueren partes en 

el Convenio del 18 de mayo de 1904 y en la Convención del 4 de mayo de 

1910, convienen en remitir, dentro del menor plazo posible y en la forma 

http://www.senado.gob.mx/comisiones/LX/equidadygenero/content/marco/docs/25.pdf
http://www.senado.gob.mx/comisiones/LX/equidadygenero/content/marco/docs/25.pdf
http://www.senado.gob.mx/comisiones/LX/equidadygenero/content/marco/docs/25.pdf
http://www.senado.gob.mx/comisiones/LX/equidadygenero/content/marco/docs/25.pdf
http://www.senado.gob.mx/comisiones/LX/equidadygenero/content/marco/docs/25.pdf
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prevista en el Convenio y Convención arriba aludidos, sus ratificaciones 

a dichos Actos o sus adhesiones a los mismos.  

 

Artículo 2  
Las Altas Partes Contratantes convienen en tomar todas las medidas 

conducentes a la busca y castigo de los individuos que se dediquen a la 

trata de menores de uno y otro sexo, entendiéndose dicha infracción en el 

sentido del artículo primero de la Convención del 4 de mayo de 1910.  

 

Artículo 3  
Las Altas Partes Contratantes convienen en tomar las medidas necesarias 

tendientes a castigar los intentos de infracciones y, dentro de los 

límites legales, los actos preparatorios de las infracciones previstas en 

los artículos 1 y 2 de la Convención del 4 de mayo de 1910. Convención 

Internacional para la Supresión de la trata de Mujeres y Menores.  

 

Artículo 4  
Las Altas Partes Contratantes convienen, en caso de que no existieren 

entre ellas Convenciones de extradición, en tomar todas las medidas que 

estuvieren a su alcance para la extradición de los individuos convictos 

de infracciones a las disposiciones previstas en los artículos 1 y 2 de 

la Convención del 4 de mayo de 1910, o condenados por tales infracciones.  

 

Artículo 5  
En el párrafo B del Protocolo Final de la Convención de 1910, se 

substituirán las palabras "veinte años cumplidos" por las palabras 

"veintiún años cumplidos".  

 

Artículo 6  
Las Altas Partes Contratantes convienen, en caso de que no hubieren 

tomado aún medidas legislativas o administrativas referentes a la 

autorización y vigilancia de agencias y oficinas de colocación, en 

decretar los reglamentos indispensables para lograr la protección, de 

mujeres y menores que busquen trabajo en otros países.  

 

Artículo 7  
Las Altas Partes Contratantes convienen, por lo que respecta a sus 

servicios de Inmigración y Emigración, en tomar las medidas 

administrativas y legislativas destinadas a combatir la trata de mujeres 

y menores. Convienen, especialmente, en poner en vigor los reglamentos 

necesarios para la protección de mujeres y menores que viajen a bordo de 
buques para emigrantes, no sólo a la salida y a la llegada, sino durante 

la travesía, y a tomar las providencias a efecto de que se coloquen en 

lugares visibles, en las estaciones y en los puertos, avisos en que se 

prevenga a las mujeres y a los menores contra los peligros de la trata, y 

en los que se señalen los lugares donde puedan hallar alojamiento y 

ayuda.   

 

Artículo 8  
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Esta Convención, cuya redacción en francés y en inglés será igualmente 

fehaciente, llevará fecha de hoy y podrá ser firmada hasta el 31 de marzo 

de 1922.  

 

Artículo 9   
Esta Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de 

ratificación, se enviarán al Secretario General de la Sociedad de 

Naciones, el que dará aviso de haberlos recibido a los demás miembros de 

la Sociedad y a los Estados admitidos a firmar la Convención. Los 

instrumentos de ratificación serán depositados en los archivos de la 

Secretaría.  

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 del Pacto de la 

Sociedad de Naciones, el Secretario General registrará esta Convención 

tan pronto como se efectúe el depósito de la primera ratificación.  

 

Artículo 10  
Los miembros de la Sociedad de Naciones que no hubieren firmado esta 

Convención antes del 1º de abril de 1922, podrán adherirse a la misma.  

Igual cosa podrán hacer los Estados no-Miembros de la Sociedad a los que 

el Consejo de la misma resolviere comunicar oficialmente esta Convención. 

Convención Internacional para la Supresión de la trata de Mujeres y 

Menores.  

Las adhesiones serán notificadas al Secretario General de la Sociedad, el 

que dará aviso de ello a todas las Potencias interesadas, indicando la 

fecha de la notificación.  

 

Artículo 11  
Esta Convención entrará en vigor, para cada Parte, en la fecha del 

depósito de su ratificación o del acto de su adhesión.  

 

Artículo 12  
La Convención podrá ser denunciada por cualquier miembro de la Sociedad o 

Estado parte en la misma, dando aviso con doce meses de anticipación. La 
denuncia se hará por medio de una notificación escrita, dirigida al 

Secretario General de la Sociedad. Este remitirá inmediatamente a todas 

las demás Partes, copias de dicha notificación indicándoles la fecha en 

la que la haya recibido.  

La denuncia surtirá efectos un año después de la fecha de la notificación 

al Secretario General y sólo afectará al Estado que la hubiere formulado.  

 

Artículo 13  
El Secretario General de la Sociedad llevará un registro de todas las 

Partes que hayan firmado, ratificado o denunciado esta Convención o que 

se hayan adherido a la misma. Dicho registro podrá ser consultado en todo 

tiempo por los miembros de la Sociedad, y se publicará, tan a menudo como 

sea posible, de acuerdo con las instrucciones del Consejo.  

 

Artículo 14  
Cualquier miembro o Estado signatario podrá formular una declaración en 

el sentido de que su firma no obliga a todas o a alguna de sus colonias, 
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posesiones de ultramar, protectorados o territorios que se hallan bajo su 

soberanía o su autoridad, y podrá ulteriormente adherirse por separado a 

nombre de cualquiera de sus colonias, posesiones de ultramar, 

protectorados o territorios que hubieren sido excluidos de dicha 

declaración.  

La denuncia podrá asimismo presentarse por separado respecto de 

cualquiera colonia, posesión de ultramar, protectorado o territorio que 

se halle bajo su soberanía o autoridad; las disposiciones del artículo 12 

serán aplicables a esta denuncia.  
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CONVENIO INTERNACIONAL 

DEL TRABAJO (NUM. 29) 

RELATIVO AL TRABAJO 

FORZOSO U OBLIGATORIO 
 

La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo:  

Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina 

Internacional del Trabajo, y congregada en dicha ciudad el 10 junio 1930 

en su decimocuarta reunión;  

 

Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones relativas al 

trabajo forzoso u obligatorio, cuestión que está comprendida en el primer 

punto del orden del día de la reunión, y después de haber decidido que 

dichas proposiciones revistan la forma de un convenio internacional,   

 

Adopta, con fecha veintiocho de junio de mil novecientos treinta, el 

siguiente Convenio, que podrá ser citado como el Convenio sobre el 

trabajo forzoso, 1930, y que será sometido a la ratificación de los 

Miembros de la Organización Internacional del Trabajo, de acuerdo con las 

disposiciones de la Constitución de la Organización Internacional del 

Trabajo:  

 

Artículo 1  
1. Todo Miembro de la Organización Internacional del Trabajo que 

ratifique el presente Convenio se obliga a suprimir, lo más pronto 

posible, el empleo del trabajo forzoso u obligatorio en todas sus formas.  

2. Con miras a esta supresión total, el trabajo forzoso u obligatorio 

podrá emplearse, durante el período transitorio, únicamente para fines 

públicos y a título excepcional, en las condiciones y con las garantías 

estipuladas en los artículos siguientes.   

3. A la expiración de un plazo de cinco años a partir de la entrada en 

vigor del presente Convenio y cuando el Consejo de Administración de la 
Oficina Internacional del Trabajo prepare el informe a que se refiere el 

artículo 31, dicho Consejo examinará la posibilidad de suprimir sin nuevo 

aplazamiento el trabajo forzoso u obligatorio en todas sus formas y 

decidirá la conveniencia de inscribir esta cuestión en el orden del día 

de la Conferencia.  

 

Artículo 2  

http://www.acnur.org/biblioteca/pdf/2433.pdf
http://www.acnur.org/biblioteca/pdf/2433.pdf
http://www.acnur.org/biblioteca/pdf/2433.pdf
http://www.acnur.org/biblioteca/pdf/2433.pdf
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1. A los efectos del presente Convenio, la expresión trabajo forzoso u 

obligatorio designa todo trabajo o servicio exigido a un individuo bajo 

la amenaza de una pena cualquiera y para el cual dicho individuo no se 

ofrece voluntariamente.  

2. Sin embargo, a los efectos del presente Convenio, la expresión trabajo 

forzoso u obligatorio no comprende:  

a) Cualquier trabajo o servicio que se exija en virtud de las leyes sobre 

el servicio militar obligatorio y que tenga un carácter puramente 

militar;   

b) Cualquier trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones 

cívicas normales de los ciudadanos de un país que se gobierne plenamente 

por sí mismo;  

c) Cualquier trabajo o servicio que se exija a un individuo en virtud de 

una condena pronunciada por sentencia judicial, a condición de que este 

trabajo o servicio se realice bajo la vigilancia y control de las 

autoridades públicas y que dicho individuo no sea cedido o puesto a 

disposición de particulares, compañías o personas jurídicas de carácter 

privado;  

d) Cualquier trabajo o servicio que se exija en casos de fuerza mayor, es 

decir, guerra, siniestros o amenaza de siniestros, tales como incendios, 

inundaciones, hambre, temblores de tierra, epidemias y epizootias 

violentas, invasiones de animales, de insectos o de parásitos vegetales 

dañinos, y en general, en todas las circunstancias que pongan en peligro 

o amenacen poner en peligro la vida o las condiciones normales de 

existencia de toda o parte de la población;  

e) Los pequeños trabajos comunales, es decir, los trabajos realizados por 

los miembros de una comunidad en beneficio directo de la misma, trabajos 

que, por consiguiente, pueden considerarse como obligaciones cívicas 

normales que incumben a los miembros de la comunidad, a condición de que 

la misma población o sus representantes directos tengan derecho a 

pronunciarse sobre la necesidad de esos trabajos.   

 

Artículo 3  
A los efectos del presente Convenio, la expresión autoridades competentes 

designa a las autoridades metropolitanas, o a las autoridades centrales 

superiores del territorio interesado.   

 

Artículo 4   
1. Las autoridades competentes no deberán imponer o dejar que se imponga 

el trabajo forzoso u obligatorio en provecho de particulares, de 

compañías o de personas jurídicas de carácter privado.   

2. Si existiera tal forma de trabajo forzoso u obligatorio en provecho de 

particulares, de compañías o de personas jurídicas de carácter privado, 

en la fecha en que el Director General de la Oficina Internacional del 

Trabajo haya registrado la ratificación de este Convenio por un Miembro, 

este Miembro deberá suprimir completamente dicho trabajo forzoso u 

obligatorio desde la fecha en que para él entre en vigor el presente 

Convenio.  

 

Artículo 5  
1. Ninguna concesión a particulares, compañías o personas jurídicas 

privadas deberá implicar la imposición de cualquier forma de trabajo 
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forzoso u obligatorio cuyo objeto sea la producción o recolección de 

productos que utilicen dichos particulares, compañías o personas 

jurídicas privadas, o con los cuales comercien.   

2. Si las concesiones existentes contienen disposiciones que impliquen la 

imposición de semejante trabajo forzoso u obligatorio, esas disposiciones 

deberán quedar sin efecto tan pronto sea posible, a fin de satisfacer las 

prescripciones del artículo 1 del presente Convenio.   

 

Artículo 6  
Los funcionarios de la administración, incluso cuando deban estimular a 

las poblaciones a su cargo a que se dediquen a una forma cualquiera de 

trabajo, no deberán ejercer sobre esas poblaciones una presión colectiva 

o individual con el fin de hacerlas trabajar para particulares, compañías 

o personas jurídicas privadas.   

 

Artículo 7  
1. Los jefes que no ejerzan funciones administrativas no podrán recurrir 

al trabajo forzoso u obligatorio.   

2. Los jefes que ejerzan funciones administrativas podrán recurrir al 

trabajo forzoso u obligatorio, con la autorización expresa de las 

autoridades competentes, en las condiciones previstas por el artículo 10 

del presente Convenio.  

3. Los jefes legalmente reconocidos que no reciban una remuneración 

adecuada en otra forma podrán disfrutar de servicios personales 

debidamente reglamentados, siempre que se tomen todas las medidas 

necesarias para evitar cualquier abuso.  

 

Artículo 8  
1. La responsabilidad de toda decisión de recurrir al trabajo forzoso u 

obligatorio incumbirá a las autoridades civiles superiores del territorio 

interesado.  

2. Sin embargo, estas autoridades podrán delegar en las autoridades 

locales superiores la facultad de imponer trabajo forzoso u obligatorio, 

cuando este trabajo no implique el alejamiento de los trabajadores de su 

residencia habitual. Dichas autoridades podrán igualmente delegar en las 

autoridades locales superiores, en los períodos y en las condiciones que 

se estipulen en la reglamentación prevista en el artículo 23 del presente 

Convenio, la facultad de imponer un trabajo forzoso u obligatorio para 

cuya ejecución los trabajadores deban alejarse de su residencia habitual, 

cuando se trate de facilitar el traslado de funcionarios de la 

administración en ejercicio de sus funciones y el transporte de material 

de la administración. 

 

Artículo 9  
Salvo las disposiciones contrarias estipuladas en el artículo 10 del 

presente Convenio, toda autoridad facultada para imponer un trabajo 

forzoso u obligatorio no deberá permitir que se recurra a esta forma de 

trabajo sin cerciorarse previamente de que:  

a) El servicio o trabajo por realizar presenta un gran interés directo 

para la comunidad llamada a realizarlo;  

b) El servicio o trabajo es actual o inminentemente necesario;   
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c) Ha sido imposible procurarse la mano de obra voluntaria para la 

ejecución de este servicio o trabajo, a pesar de la oferta de salarios y 

de condiciones de trabajo iguales, por lo menos, a las que prevalecen en 

el territorio interesado para trabajos o servicios análogos;   

d) Dicho trabajo o servicio no impondrá una carga demasiado pesada a la 

población actual, habida cuenta de la mano de obra disponible y de su 

aptitud para emprender el trabajo en cuestión.   

 

Artículo 10  
1. El trabajo forzoso u obligatorio exigido a título de impuesto, y el 

trabajo forzoso u obligatorio a que recurran los jefes que ejerzan 

funciones administrativas para la realización de trabajos de utilidad 

pública, deberán ser suprimidos progresivamente.  

2. En espera de esta abolición, cuando el trabajo forzoso u obligatorio 

se exija a título de impuesto, y cuando el trabajo forzoso u obligatorio 

se imponga por jefes que ejerzan funciones administrativas para la 

ejecución de trabajos de utilidad pública, las autoridades interesadas 

deberán cerciorarse previamente de que:  

a) El servicio o trabajo por realizar presenta un gran interés directo 

para la comunidad llamada a realizarlo;   

b) El servicio o trabajo es actual o inminentemente necesario;   

c) Dicho trabajo o servicio no impondrá una carga demasiado pesada a la 

población actual, habida cuenta de la mano de obra disponible y de su 

aptitud para emprender el trabajo en cuestión;  

d) La ejecución de este trabajo o servicio no obligará a los trabajadores 

a alejarse del lugar de su residencia habitual;   

e) La ejecución de este trabajo o servicio estará dirigida de acuerdo con 

las exigencias de la religión, de la vida social y de la agricultura.  

 

Artículo 11  
1. Sólo podrán estar sujetos al trabajo forzoso u obligatorio los adultos 

aptos del sexo masculino cuya edad no sea inferior a dieciocho años ni 

superior a cuarenta y cinco. Salvo para las categorías de trabajo 

previstas en el artículo 10 del presente Convenio, deberán observarse las 

limitaciones y condiciones siguientes:   

a) Reconocimiento previo, siempre que sea posible, por un médico 

designado por la administración, para comprobar la ausencia de toda 

enfermedad contagiosa y la aptitud física de los interesados para 

soportar el trabajo impuesto y las condiciones en que habrá de 

realizarse;   

b) Exención del personal escolar, alumnos y profesores, así como del 

personal administrativo en general;   

c) Mantenimiento, en cada comunidad, del número de hombres adultos y 

aptos indispensables para la vida familiar y social;  

d) Respeto de los vínculos conyugales y familiares.  

2. A los efectos del apartado c) del párrafo 1 de este artículo, la 

reglamentación prevista en el artículo 23 del presente Convenio fijará la 

proporción de individuos de la población permanente masculina y apta que 

podrá ser objeto de un reclutamiento determinado, sin que esta proporción 

pueda, en ningún caso, exceder del 25 por ciento de esta población. Al 

fijar esa proporción, las autoridades competentes deberán tener en cuenta 

la densidad de población, el desarrollo social y físico de la misma; la 
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época del año y el estado de los trabajos que van a efectuar los 

interesados en su localidad por su propia cuenta; de una manera general, 

las autoridades deberán respetar las necesidades económicas y sociales de 

la vida normal de la comunidad interesada.   

 

Artículo 12  
1. El período máximo durante el cual un individuo cualquiera podrá estar 

sujeto al trabajo forzoso u obligatorio, en sus diversas formas, no 

deberá exceder de sesenta días por cada período de doce meses, debiendo 

incluirse en estos sesenta días los días de viaje necesarios para ir al 

lugar donde se realice el trabajo y regresar.  

2. Todo trabajador sujeto al trabajo forzoso u obligatorio deberá poseer 

un certificado que indique los períodos de trabajo forzoso u obligatorio 

que haya efectuado.  

 

Artículo 13  
1. Las horas normales de trabajo de toda persona sujeta al trabajo 

forzoso u obligatorio deberán ser las mismas que las que prevalezcan en 

el trabajo libre, y las horas de trabajo que excedan de la jornada normal 

deberán ser remuneradas con arreglo a las mismas tasas aplicadas a las 

horas extraordinarias de los trabajadores libres.  

2. Se deberá conceder un día de reposo semanal a todas las personas 

sujetas a cualquier forma de trabajo forzoso u obligatorio, debiendo 

coincidir este día, siempre que sea posible, con el día consagrado por la 

tradición, o los usos del país o la región.   

 

Artículo 14  
1. Con excepción del trabajo previsto en el artículo 10 del presente 

Convenio, el trabajo forzoso u obligatorio, en todas sus formas, deberá 

ser remunerado en metálico y con arreglo a tasas que, para el mismo 

género de trabajo, no deberán ser inferiores a las vigentes en la región 

donde los trabajadores estén empleados, ni a las vigentes en la región 

donde fueron reclutados.   

2. Cuando se trate de un trabajo impuesto por jefes en ejercicio de sus 

funciones administrativas, deberá introducirse, cuanto antes, el pago de 

los salarios de acuerdo con las tasas indicadas en el párrafo anterior.  

3. Los salarios deberán pagarse a los propios trabajadores y no a su jefe 

de tribu o a otra autoridad.   

4. Los días de viaje para ir al lugar del trabajo y regresar deberán 

contarse como días de trabajo para el pago de los salarios.  

5. El presente artículo no impedirá que se proporcionen a los 

trabajadores, como parte del salario, las raciones de alimentos 

acostumbradas, y estas raciones deberán ser, por lo menos, de un valor 

equivalente a la suma de dinero que pueden representar; pero no se hará 

ningún descuento del salario para el pago de impuestos, ni por los 

alimentos, vestidos y alojamiento especiales proporcionados a los 

trabajadores para mantenerlos en estado de continuar su trabajo, habida 

cuenta de las condiciones especiales del empleo, o por el suministro de 

herramientas.  

 

Artículo 15  
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1. Cualquier legislación referente a la indemnización de los accidentes 

del trabajo y cualquier legislación que prevea una indemnización para las 

personas a cargo de los trabajadores fallecidos o inválidos, que estén o 

vayan a entrar en vigor en el territorio interesado, deberán aplicarse a 

las personas sujetas al trabajo forzoso u obligatorio en las mismas 

condiciones que a los trabajadores libres.   

2. En todo caso, cualquier autoridad competente que recurra al trabajo 

forzoso u obligatorio deberá estar obligada a asegurar la subsistencia de 

dichos trabajadores cuando, a consecuencia de un accidente o de una 

enfermedad que resulte de su trabajo, se encuentren total o parcialmente 

incapacitados para subvenir a sus necesidades. Esta autoridad también 

deberá estar obligada a tomar las medidas necesarias para asegurar la 

subsistencia de cualquier persona a cargo del trabajador, en caso de 

incapacidad o de fallecimiento resultante del trabajo.  

 

Artículo 16  
1. Las personas sujetas al trabajo forzoso u obligatorio no deberán ser 

transferidas, salvo en caso de necesidad excepcional, a regiones donde 

las condiciones climáticas y alimentarias sean tan diferentes de aquellas 

a que se hallen acostumbradas, que constituyan un peligro para su salud.   

2. En ningún caso se autorizará este traslado de trabajadores sin que se 

hayan aplicado todas las medidas de higiene y de alojamiento necesarias 

para su instalación y para proteger su salud.  

3. Cuando no se pueda evitar dicho traslado, se tomarán medidas para 

garantizar la aclimatación progresiva de los trabajadores a las nuevas 

condiciones climáticas y alimentarias, previo informe del servicio médico 

competente.  

4. Cuando estos trabajadores deban ejecutar un trabajo regular al que no 

se hallen acostumbrados, se deberán tomar las medidas necesarias para 

lograr su adaptación a este género de trabajo, especialmente en lo que se 

refiere al entrenamiento progresivo, a las horas de trabajo, a los 

intervalos de descanso y al mejoramiento o aumento de las raciones 

alimenticias que puedan ser necesarias.  

 

Artículo 17  
Antes de autorizar el recurso al trabajo forzoso u obligatorio en 

trabajos de construcción o de conservación que obliguen a los 

trabajadores a vivir en los lugares de trabajo durante un período 

prolongado, las autoridades competentes deberán cerciorarse de que:   

1) Se han tomado todas las medidas necesarias para asegurar la higiene de 

los trabajadores y garantizarles la asistencia médica indispensable, y, 

en particular: a) que dichos trabajadores serán sometidos a un examen 

médico antes de comenzar los trabajos, y a nuevos exámenes, a intervalos 

determinados, mientras dure su empleo; b) que se dispone de un personal 

médico suficiente y de los dispensarios, enfermerías ambulancias y 

hospitales requeridos para hacer frente a todas las necesidades, y c) que 

las condiciones de sanidad de los lugares de trabajo, el suministro de 

agua potable, víveres, combustible y utensilios de cocina y, cuando sea 

necesario, las condiciones de vivienda y vestido son satisfactorias;  

2) Se han tomado las medidas necesarias para garantizar la subsistencia 

de la familia del trabajador, especialmente facilitando el envío a la 
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misma de una parte del salario por medio de un procedimiento seguro y con 

el consentimiento o a solicitud del trabajador;  

3) Los viajes de ida de los trabajadores al lugar de trabajo y los de 

regreso estarán garantizados por la administración, bajo su 

responsabilidad y a sus expensas, y la administración facilitará estos 

viajes utilizando al máximo todos los medios de transporte disponibles;  

4) En caso de enfermedad o de accidente que cause una incapacidad de 

trabajo de cierta duración, la repatriación de los trabajadores estará a 

cargo de la administración;   

5) Todo trabajador que desee permanecer como trabajador libre a la 

expiración de su período de trabajo forzoso u obligatorio tendrá la 

facultad de hacerlo, sin perder sus derechos a la repatriación gratuita, 

durante un período de dos años.  

 

Artículo 18  
El trabajo forzoso u obligatorio para el transporte de personas o de 

mercancías, por ejemplo, el de los cargadores y el de los barqueros, 

deberá ser suprimido lo antes posible, y hasta que se suprima, las 

autoridades competentes deberán dictar reglamentos que determinen 

especialmente: a) la obligación de no utilizar este trabajo sino para 

facilitar el transporte de funcionarios de la administración en el 

ejercicio de sus funciones, el transporte del material de la 

administración o, en caso de absoluta necesidad, para el transporte de 

otras personas que no sean funcionarios; b) la obligación de no emplear 

en dichos transportes sino a hombres que hayan sido reconocidos 

físicamente aptos para este trabajo, después de pasar un médico, siempre 

que dicho examen sea posible, y en caso de que no lo fuere, la persona 

que contrate esta mano de obra deberé garantizar, bajo su propia 

responsabilidad, que los obreros empleados tienen la aptitud física 

requerida y que no padecen ninguna enfermedad contagiosa; c) la carga 

máxima que podrán llevar los trabajadores; d) la distancia máxima desde 

el lugar donde trabajen al lugar de su residencia: e) el número máximo de 

días al mes, o en cualquier otro período, en que podrá exigirse a los 

trabajadores este trabajo. 

2. Al fijar los máximos a que se refieren los incisos c), d) y e) del 

párrafo precedente, las autoridades competentes deberán tener en cuenta 

todos los elementos pertinentes, especialmente el de la aptitud física de 

la población que va a ser reclutada, la naturaleza del itinerario que 

tiene que recorrer y las condiciones climatológicas.  

3. Las autoridades competentes también deberán tomar disposiciones para 

que el trayecto diario normal de los portadores no exceda de una 

distancia que corresponda a la duración media de una jornada de trabajo 

de ocho horas, entendiéndose que para determinarla se deberá tener en 

cuenta no sólo la carga que hay que llevar y la distancia por recorrer, 

sino también el estado del camino, la época del año y todos los demás 

factores de importancia; si fuera necesario imponer a los portadores 

algunas horas de marcha extraordinarias, deberán ser remuneradas con 

arreglo a tasas más elevadas que las normales.  

 

Artículo 19  
1. Las autoridades competentes deberán solamente autorizar el recurso a 

cultivos obligatorios como un método para prevenir el hambre o una 
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carencia de productos alimenticios, y siempre a reserva de que los 

alimentos o los productos así obtenidos se conviertan en propiedad de los 

individuos o de la colectividad que los haya producido.  

2. El presente artículo no deberá tener por efecto la supresión de la 

obligación de los miembros de la comunidad de ejecutar el trabajo 

impuesto por la ley o la costumbre, cuando la producción se encuentre 

organizada, según la ley y la costumbre, sobre una base comunal, y cuando 

los productos o los beneficios resultantes de la venta de estos productos 

sean propiedad de la colectividad.   

 

Artículo 20  
Las legislaciones que prevean una represión colectiva aplicable a toda 

una comunidad por delitos cometidos por cualquiera de sus miembros no 

deberán establecer, como método represivo, el trabajo forzoso u 

obligatorio por una comunidad.  

 

Artículo 21  
No se recurrirá al trabajo forzoso u obligatorio para los trabajos 

subterráneos que se realicen en las minas.   

 

Artículo 22  
Las memorias anuales que los Miembros que ratifiquen el presente Convenio 

habrán de presentar a la Oficina Internacional del Trabajo, en virtud del 

artículo 22 de la Constitución de la Organización Internacional del 

Trabajo, sobre las medidas que hayan tomado para dar efecto a las 

disposiciones del presente Convenio, contendrán una información lo más 

completa posible, sobre cada territorio interesado, referente a la 

amplitud con que se haya utilizado el trabajo forzoso u obligatorio en 

ese territorio, y a los puntos siguientes: fines para los que se ha 

efectuado este trabajo; porcentaje de enfermedades y mortalidad; horas de 

trabajo; métodos para el pago de los salarios, tasas de los salarios, y 

cualquier otro dato de interés.  

 

Artículo 23  
1. Las autoridades competentes deberán dictar una reglamentación completa 

y precisa sobre el empleo del trabajo forzoso u obligatorio, para hacer 

efectivas las disposiciones del presente Convenio.   

2. Esta reglamentación deberá contener, especialmente, reglas que 

permitan a cada persona sujeta al trabajo forzoso u obligatorio presentar 

a las autoridades todas las reclamaciones relativas a las condiciones de 

trabajo y que garanticen que estas reclamaciones serán examinadas y 

tomadas en consideración.   

 

Artículo 24  
Deberán tomarse medidas adecuadas, en todos los casos, para garantizar la 

estricta aplicación de los reglamentos relativos al empleo del trabajo 

forzoso u obligatorio, ya sea mediante la extensión al trabajo forzoso u 

obligatorio de las funciones de cualquier organismo de inspección creado 

para la vigilancia del trabajo libre, ya sea mediante cualquier otro 

sistema conveniente. También deberán tomarse medidas para que las 
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personas sujetas al trabajo forzoso conozcan el contenido de estos 

reglamentos. 

 

Artículo 25  
El hecho de exigir ilegalmente trabajo forzoso u obligatorio será objeto 

de sanciones penales, y todo Miembro que ratifique el presente Convenio 

tendrá la obligación de cerciorarse de que las sanciones impuestas por la 

ley son realmente eficaces y se aplican estrictamente.  

 

Artículo 26  
1. Todo Miembro de la Organización Internacional del Trabajo que 

ratifique el presente Convenio se obliga a aplicarlo en los territorios 

sujetos a su soberanía, jurisdicción, protección, tutela o autoridad, 

siempre que tenga derecho a aceptar obligaciones que se refieran a 

cuestiones de jurisdicción interior. Sin embargo, si este Miembro quiere 

acogerse a las disposiciones del artículo 35 de la Constitución de la 

Organización Internacional del Trabajo, deberá acompañar su ratificación 

de una declaración en la que indique:   

1) Los territorios respecto de los cuales pretende aplicar las 

disposiciones del presente Convenio sin modificaciones;   

2) Los territorios respecto de los cuales pretende aplicar las 

disposiciones del presente Convenio con modificaciones, junto con los 

detalles de dichas modificaciones;  

3) Los territorios respecto de los cuales se reserva su decisión.  
2. La declaración antes mencionada se considerará como parte integrante 

de la ratificación y producirá sus mismos efectos. Todo Miembro que 

formule una declaración similar podrá renunciar, total o parcialmente, 

por medio de una nueva declaración, a las reservas formuladas en virtud 

de los apartados 2) y 3) del párrafo 1 de este artículo.  

 

Artículo 27  
Las ratificaciones formales del presente Convenio, de acuerdo con las 

condiciones establecidas por la Constitución de la Organización 

Internacional del Trabajo, serán comunicadas, para su registro, al 

Director General de la Oficina Internacional del Trabajo.   

 

Artículo 28   
1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros cuyas 

ratificaciones hayan sido registradas en la Oficina Internacional del 

Trabajo.   

2. Entrará en vigor doce meses después de la fecha en que las 

ratificaciones de dos Miembros de la Organización Internacional del 

Trabajo hayan sido registradas por el Director General.  

3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada 

Miembro, doce meses después de la fecha en que haya sido registrada su 

ratificación. 

 

Artículo 29  
Tan pronto como se hayan registrado en la Oficina Internacional del 

Trabajo las ratificaciones de dos Miembros de la Organización 

Internacional del Trabajo, el Director General de la Oficina notificará 
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el hecho a todos los Miembros de la Organización Internacional del 

Trabajo. Igualmente les notificará el registro de las ratificaciones que 

le comuniquen posteriormente los demás Miembros de la Organización.   

 

Artículo 30  
1. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio podrá denunciarlo a la 

expiración de un período de diez años, a partir de la fecha en que se 

haya puesto inicialmente en vigor, mediante un acta comunicada, para su 

registro, al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo. La 

denuncia no surtirá efecto hasta un año después de la fecha en que se 

haya registrado en la Oficina Internacional del Trabajo.  

2. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de 

un año después de la expiración del período de diez años mencionado en el 

párrafo precedente, no haga uso del derecho de denuncia previsto en este 

artículo quedará obligado durante un nuevo período de cinco años, y en lo 

sucesivo podrá denunciar este Convenio a la expiración de cada período de 
cinco años, en las condiciones previstas en este artículo.   

 

Artículo 31  
A la expiración de cada período de cinco años, a partir de la fecha en 

que este Convenio entre en vigor, el Consejo de Administración de la 

Oficina Internacional del Trabajo deberá presentar a la Conferencia 

General una memoria sobre la aplicación de este Convenio, y deberá 

considerar la conveniencia de incluir en el orden del día de la 

Conferencia la cuestión de su revisión total o parcial del mismo.  

 

Artículo 32  
1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique 

una revisión total o parcial del presente, la ratificación por un Miembro 

del nuevo convenio revisor implicará, ipso jure, la denuncia de este 

Convenio sin ninguna demora, no obstante las disposiciones contenidas en 

el artículo 30, siempre que el nuevo convenio revisor haya entrado en 

vigor.   

2. A partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, 

el presente Convenio cesará de estar abierto a la ratificación por los 

Miembros.  

3. Sin embargo, este Convenio continuará en vigor, en su forma y 

contenido actuales, para los Miembros que lo hayan ratificado y no 

ratifiquen el convenio revisor.   

 

Artículo 33   
Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son 

igualmente auténticas.  
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CONVENCIÓN 

INTERNACIONAL RELATIVA 

A LA REPRESIÓN DE LA 

TRATA DE MUJERES 

MAYORES DE EDAD 
 

Deseosos de asegurar de una manera más completa la represión de la trata 

de mujeres y niños;  

 

Habiendo tomado conocimiento de las recomendaciones contenidas en el 

informe presentado al consejo de la Sociedad de Naciones, por la Comisión 

de la trata de mujeres y niños, sobre su duodécima sesión; 

 

Habiendo resuelto completar, por medio de una Convención el Convenio del 

18 de mayo de 1904 y las Convenciones del 4 de mayo de 1910 y del 30 de 

septiembre de 1931, relativos a la represión de la trata de mujeres y 

niños. 

 

ARTÍCULO 1. 
Deberá ser castigado quienquiera que, para satisfacer pasiones ajenas, 

haya conseguido, arrastrado o seducido, aun con su consentimiento, a una 

mujer o muchacha mayor de edad para ejercer la prostitución en otro país, 

aun cuando los diversos actos que sean los elementos constitutivos del 

delito se haya realizado en distintos países.  

El conato de delito, y dentro de los límites legales, los actos 

preparatorios, también serán punibles.  

Para los fines del presente artículo, el término "país" incluye a las 

colonias y protectorados de la alta parte contratante interesada, así 

como los territorios que estén bajo su soberanía y los territorios sobre 

el cual se haya otorgado un mandato.  

 

ARTÍCULO 2. 
Las Altas Partes Contratantes, cuyas leyes actuales fueren insuficientes 

para reprimir los delitos a que se refiere el artículo anterior, 

convienen en dar los pasos necesarios para asegurar que tales delitos 

sean castigados en proporción a la gravedad de los mismos.  

 

http://www.consorcio.org.mx/instrumentos/ONU/trata_mujeres_mayores.pdf#search="convencion internacional relativa a la represion de la trata de mujeres mayores de edad ginebra"
http://www.consorcio.org.mx/instrumentos/ONU/trata_mujeres_mayores.pdf#search="convencion internacional relativa a la represion de la trata de mujeres mayores de edad ginebra"
http://www.consorcio.org.mx/instrumentos/ONU/trata_mujeres_mayores.pdf#search="convencion internacional relativa a la represion de la trata de mujeres mayores de edad ginebra"
http://www.consorcio.org.mx/instrumentos/ONU/trata_mujeres_mayores.pdf#search="convencion internacional relativa a la represion de la trata de mujeres mayores de edad ginebra"
http://www.consorcio.org.mx/instrumentos/ONU/trata_mujeres_mayores.pdf#search="convencion internacional relativa a la represion de la trata de mujeres mayores de edad ginebra"
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ARTÍCULO 3. 
Las Altas Partes Contratantes se comprometen a comunicarse, mutuamente 

con respeto a cualquiera persona de uno u de otro sexo que hubiere 

cometido intentado cometer algunos de los delitos a que se refieren la 

presente Convención o a las Convenciones cometer algunos de los delitos a 

que se refiere la presente Convención o a las Convenciones de 1910 y 1921 

sobre la Represión del Tráfico de Mujeres y Niños, los diversos actos 

constitutivos de los cuales delitos hubieren sido, o deberían de haberse 

realizado con distintos países, los siguientes informes (o bien los 

informes análogos que las leyes y los reglamentos interiores permitieren 

suministrar);  

a) Las condenas, con todos los demás informes útiles que pudiesen 

obtenerse sobre el delincuente por ejemplo sobre su estado civil 

filiación, huellas digitales, fotografía, expediente de Policía, y sus 

métodos de operar, etc.  

b) Detalles sobre cualesquier medida de negación de admisión, o de 

expulsión que le hayan sido aplicadas.  

Estos documentos o informes serán enviados directamente y sin dilación a 

las autoridades de los países interesados en cada caso particular, por 

las autoridades designadas conforme al artículo primero del Convenio 

celebrado en París el 18 de mayo de 1904. Dicho envío tendrá lugar, hasta 

donde sea posible, en todos los casos en que se conste alguna infracción, 

condena, negación de admisión o expulsión.  

 

ARTÍCULO 4. 
Si surgiere entre las altas partes contratantes alguna desavenencia 

relativa a la interpretación o a la aplicación de la presente Convención 

o de las Convenciones de 1910 y 1921 y si tal desavenencia no a podido 

ser resuelta en forma satisfactoria por la vía diplomática, se arreglara 

de acuerdo con las disposiciones en vigor entre las partes relativas al 

arreglo de conflictos internacionales. En caso de que tales disposiciones 

no existiesen entre las partes en desavenencia, someterán ésta a un 

procedimiento arbitral o judicial. A falta de un acuerdo respecto a la 
elección de otro tribunal someterán, el conflicto, a petición de una de 
ellas a la Corte Permanente de Justicia Internacional, si todas fueran 

parte en el Protocolo del 16 de septiembre de 1920, relativo al Estatuto 

de dicha Corte; y si no fueren Partes todas, a un tribunal de arbitraje 

constituido de acuerdo con la Convención de la Haya del 18 de octubre de 

1907, para el arreglo pacífico de los conflictos internacionales.  

 

ARTÍCULO 5. 
La Presente Convención, cuyo textos tanto en inglés como en francés, 

harán fe igualmente, llevará la fecha de este día y hasta el 1º de abril 

de 1934 quedará abierta a la firma de todo miembro de la Sociedad de 

Naciones o de todo Estado no miembro, que haya hecho representar en la 

Conferencia que ha elaborado la presente Convención o al que el consejo 

de la Sociedad de Naciones haya comunicado copia de la presente 

Convención a ese efecto.  

 

ARTÍCULO 6. 
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La presente Convención será ratificada. Los instrumentos de ratificación 

serán transmitidos al Secretario General de la Sociedad de Naciones, el 

que notificará su depósito a todos los Miembros de la Sociedad, así como 

a los estados no miembros mencionados en artículo anterior.  

 

ARTÍCULO 7. 
A partir del primero de abril de 1934, todo Miembro de la Sociedad de 

Naciones y todo Estado no miembro mencionado en el artículo 5, podrá 

adherirse a la presente Convención.  

Los instrumentos de adhesión serán transmitidos al Secretario General de 

la Sociedad de Naciones, la que notificará su depósito a todos los 

miembros de la Sociedad, así como a los Estados no miembros mencionados 

en el citado artículo.  

 

ARTÍCULO 8. 
La presente Convención entrará en vigor sesenta días después de que el 

Secretario General de la Sociedad de Naciones haya recibido dos 

ratificaciones o adhesiones. 

Será registrada por el Secretario General el día de su entrada en vigor. 

Las ratificaciones o adhesiones posteriores surtirán efecto al 

vencimiento del término de sesenta días, contadas desde la fecha en que 

fueran recibidas por el Secretario General.  

 

ARTÍCULO 9. 
La presente Convención podrá ser denunciada por medio de notificación 

dirigida al Secretario General de la Sociedad de Naciones. Tal denuncia 

surtirá sus efectos un año después de su recibo y solamente por lo que 

hace a la Alta Parte Contratante que la haya notificado.  

 

Artículo 10. 
Toda Alta Parte Contratante podrá declarar el momento de la firma, de la 

adhesión o de la ratificación, que al aceptar la presente Convención no 

asume obligación alguna por el conjunto o parte de sus colonias, 

protectorados, territorios de ultramar, territorios colocados bajo su 

soberanía o territorio sobre los cuales le ha sido confiado un mandato.  

Toda Alta parte Contratante podrá declarar ulteriormente al Secretario 

General de la Sociedad de Naciones que la presente Convención se aplica 

al Conjunto o a una parte de los territorios que haya sido objeto de 

alguna declaración surtirá sus efectos sesenta días después de su recibo. 
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CONVENIO PARA LA 

REPRESIÓN DE LA TRATA DE 

PERSONAS Y DE LA 

EXPLOTACIÓN DE LA 

PROSTITUCIÓN AJENA Y 

PROTOCOLO FINAL 
 

 

PREAMBULO 
 

Considerando que la prostitución y el mal que la acompaña, la trata de 

personas para fines de prostitución, son incompatibles con la dignidad y 

el valor de la persona humana y ponen en peligro el bienestar del 

individuo, de la familia y de la comunidad.  

 

Considerando que, con respecto a la represión de la trata de mujeres y 

niños, están en vigor los siguientes instrumentos internacionales: 

1. Acuerdo Internacional del 18 de mayo de 1904 para la Represión de la 

Trata de Blancas, modificado por el Protocolo aprobado por la Asamblea 

General de las Naciones Unidas el 3 de diciembre de 1948, 

2. Convenio Internacional del 4 de mayo de 1910 para la Represión de la 

Trata de Blancas, modificado por el precitado Protocolo, 

3. Convenio Internacional del 30 de septiembre de 1921 para la Represión 

de la Trata de Mujeres y Niños modificado por el Protocolo aprobado por 

la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de octubre de 1947, 

4. Convenio Internacional del 11 de octubre de 1933 para la Represión de 

la Trata de Mujeres Mayores de Edad, modificado por el precitado 

Protocolo, 

 

Considerando que la Sociedad de las Naciones redactó en 1937, un proyecto 

de convenio para extender el alcance de tales instrumentos; y 

Considerando que la evolución ocurrida en la situación desde 1937 hace 

posible la conclusión de un convenio para fusionar los instrumentos 

precitados en uno que recoja el fondo del proyecto de convenio de 1937, 

así como las modificaciones que se estime conveniente introducir;  

 

http://proteo2.sre.gob.mx/tratados/archivos/TRATA%20DE%20PERSONAS%201950.pdf
http://proteo2.sre.gob.mx/tratados/archivos/TRATA%20DE%20PERSONAS%201950.pdf
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Por lo tanto, Las Partes Contratantes Convienen, por el presente, en lo 

que a continuación se establece:  

 

ARTICULO 1 
Las Partes en el presente Convenio se comprometen a castigar a toda 

persona que, para satisfacer las pasiones de otra: 1. Concertase la 

prostitución de otra persona, la indujere a la prostitución o la 

corrompiere con objeto de prostituirla, aún con el consentimiento de tal 

persona; 2. Explotare la prostitución de otra persona, aún con el 

consentimiento de tal persona.  

 

ARTICULO 2 
Las Partes en el presente Convenio se comprometen asimismo a castigar a 

toda persona que:  

1. Mantuviere una casa de prostitución, la administrare o a sabiendas la 

sostuviere o participare en su financiamiento; 

2. Diere o tomare a sabiendas en arriendo, un edificio u otro local, o 

cualquier, parte de los mismos, para explotar la prostitución ajena. 

 

ARTICULO 3 
En la medida en que lo permitan las leyes nacionales, serán también 

castigados toda tentativa de cometer las infracciones mencionadas en los 

artículos 1 y 2 y todo acto preparatorio de su comisión. 

 

ARTICULO 4 
En la medida en que lo permitan las leyes nacionales, será también 

punible la participación intencional en los actos delictuosos mencionados 

en los artículos 1 y 2. En la medida en que lo permitan las leyes 

nacionales, los actos de participación serán considerados como 

infracciones distintas en todos los casos en que ello sea necesario para 

evitar la impunidad. 

 

ARTICULO 5 
Cuando las personas perjudicadas tuvieren derecho, con arreglo a las 

leyes nacionales, a constituirse en parte civil respecto a cualquiera de 

las infracciones mencionadas en el presente Convenio, los extranjeros 

tendrán el mismo derecho en condiciones de igualdad con los nacionales. 

 

ARTICULO 6 
Cada una de las Partes en el presente Convenio conviene en adoptar todas 

las medidas necesarias para derogar o abolir cualquier ley, reglamento o 

disposición administrativa vigente, en virtud de la cual las personas 

dedicadas a la prostitución o de quienes se sospeche que se dedican a 

ella, tengan que inscribirse en un registro especial, que poseer un 

documento especial o que cumplir algún requisito excepcional para fines 

de vigilancia o notificación. 

 

 

 

ARTICULO 7 
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En la medida en que lo permitan las leyes nacionales, las condenas 

anteriores pronunciadas en Estados Extranjeros por las infracciones 

mencionadas en el presente Convenio, se tendrán en cuenta para: 
1. Determinar la reincidencia, 

2. Inhabilitar al infractor para el ejercicio de sus derechos civiles o 

políticos. 

 

ARTICULO 8 
Las infracciones mencionadas en los artículos 1 y 2 del presente Convenio 

serán consideradas como casos de extradición en todo tratado de 

extradición ya concertado o que ulteriormente se concierte entre 

cualesquiera de las Partes en el presente Convenio. Las Partes en el 

presente Convenio que no subordinen la extradición a la existencia de un 

tratado, deberán reconocer en adelante las infracciones mencionadas en 

los artículos 1 y 2 del presente Convenio como casos de extradición entre 

ellas. 

La extradición será concedida con arreglo a las leyes del Estado al que 

se formulare la petición de extradición. 

 

ARTICULO 9 
En los Estados cuya legislación no admita la extradición de nacionales, 

los nacionales que hubieren regresado a su propio Estado después de haber 

cometido en el extranjero cualquiera de las infracciones mencionadas en 

los artículos 1 y 2 del presente Convenio, serán enjuiciados y castigados 

por los tribunales de su propio Estado. 

No se aplicará esta disposición cuando, en casos análogos entre las 

Partes en el presente Convenio, no pueda concederse la extradición de un 

extranjero. 

 

ARTICULO 10 
Las disposiciones del artículo 9 no se aplicarán cuando el inculpado 

hubiere sido enjuiciado en un Estado extranjero y, en caso de haber sido 

condenado, hubiere cumplido su condena o se le hubiere condonado o 

reducido la pena con arreglo a lo dispuesto en las leyes de tal Estado 

Extranjero.  

 

ARTICULO 11 
Ninguna de las disposiciones del presente Convenio deberá interpretarse 

en el sentido de prejuzgar la actitud de cualquiera de las Partes 

respecto a la cuestión general de los límites de la jurisdicción penal en 

derecho internacional. 

 

ARTICULO 12 
El presente Convenio no afecta al principio de que las infracciones a que 

se refiere habrán de ser definidas, enjuiciadas y castigadas, en cada 

Estado, conforme a sus leyes nacionales. 

 

 

 

ARTICULO 13 
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Las Partes en el presente Convenio estarán obligadas a ejecutar las 

comisiones rogatorias relativas a las infracciones mencionadas en este 

Convenio, conforme a sus leyes y prácticas nacionales. 

La transmisión de comisiones rogatorias se efectuará: 

1. Por comunicación directa entre las autoridades judiciales; 

2. Por comunicación directa entre los Ministros de Justicia de los dos 

Estados, o por comunicación directa de otra autoridad competente del 

Estado que formulare la solicitud al Ministro de Justicia del Estado al 

cual le fuese formulada la solicitud; o 3. Por conducto del representante 

diplomático o consular del Estado que formulare la solicitud, acreditado 

en el Estado al cual le fuese formulada la solicitud; tal representante 

enviará las comisiones rogatorias directamente a la autoridad judicial 

competente o a la autoridad indicada por el gobierno del Estado al cual 

le fuese formulada la solicitud, y deberá recibir, directamente de tal 

autoridad, los documentos que constituyan la ejecución de las comisiones 

rogatorias. 

Se enviará siempre una copia de la comisión rogatoria a la autoridad 

superior del Estado al cual le fuese formulada la solicitud. 

Salvo acuerdo en contrario, las comisiones rogatorias serán redactadas en 

el idioma de la autoridad que formulara la solicitud, pero el Estado al 
cual le fuese formulada la solicitud, podrá pedir una traducción a su 

propio idioma, certificada conforme al original por la autoridad que 

formulare la solicitud. 

Cada una de las Partes en el Presente Convenio notificará a cada una de 

las demás Partes cuál o cuáles de los medios de transmisión anteriormente 

mencionados reconocerá para las comisiones rogatorias de tal Parte. 

Hasta que un Estado haya hecho tal notificación, seguirá en vigor el 

procedimiento que utilice normalmente en cuanto a las comisiones 

rogatorias. 

La ejecución de las comisiones rogatorias no dará lugar a reclamación de 

reembolso por derechos o gastos de ninguna clase, salvo los gastos de 

peritaje. 

Nada de lo dispuesto en el presente artículo deberá interpretarse en el 

sentido de comprometer a las Partes en el presente Convenio a adoptar en 

materia penal cualquier forma o método de prueba que sea incompatible con 

sus leyes nacionales. 

 

ARTICULO 14 
Cada una de las Partes en el presente Convenio establecerá o mantendrá un 

servicio encargado de coordinar y centralizar los resultados de las 

investigaciones sobre las infracciones a que se refiere el presente 

Convenio. 

Tales servicios tendrán a su cargo la compilación de toda información que 

pueda facilitar la prevención y el castigo de las infracciones a que se 

refiere el presente Convenio y deberán mantener estrechas relaciones con 

los servicios correspondientes de los demás Estados. 

 

ARTICULO 15 
En la medida en que lo permitan las leyes nacionales, y en que las 

autoridades encargadas de los servicios mencionados en el artículo 14 lo 

estimaren conveniente, tales autoridades deberán suministrar a las 
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encargadas de los servicios correspondientes en otros Estados, los datos 

siguientes: 

1. Información detallada respecto a cualquiera de las infracciones 

mencionadas en el presente Convenio o a las tentativas de cometerlas; 

2. Información detallada acerca de cualquier enjuiciamiento, detención, 

condena, negativa de admisión o expulsión de personas culpables de 

cualquiera de las infracciones mencionadas en el presente Convenio, así 

como de los desplazamientos de tales personas y cualesquiera otros datos 

pertinentes. Los datos suministrados en esta forma habrán de incluir la 

descripción de los infractores, sus impresiones digitales, fotografías, 

métodos de operación, antecedentes policiales y antecedentes penales. 

 

ARTICULO 16 
Las Partes en el presente Convenio se comprometen a adoptar medidas para 

la prevención de la prostitución y para la rehabilitación y adaptación 

social de las víctimas de la prostitución y de las infracciones a que se 

refiere el presente Convenio, o a estimular la adopción de tales medidas, 

por sus servicios públicos o privados de carácter educativo, sanitario, 

social, económico y otros servicios conexos. 

 

ARTICULO 17 
Las Partes en el presente Convenio se comprometen a adoptar o mantener, 

en relación con la inmigración y la emigración, las medidas que sean 

necesarias, con arreglo a sus obligaciones en virtud del presente 

Convenio, para combatir la trata de personas de uno u otro sexo para 

fines de prostitución. En especial se comprometen: 

1. A promulgar las disposiciones reglamentarias que sean necesarias para 

proteger a los inmigrantes o emigrantes, y en particular a las mujeres y 

a los niños, tanto en el lugar de llegada o de partida como durante el 

viaje. 

2. A adoptar disposiciones para organizar una publicidad adecuada en que 

se advierta al público el peligro de dicha trata. 

3. A adoptar las medidas adecuadas para garantizar la vigilancia en las 

estaciones de ferrocarril, en los aeropuertos, en los puertos marítimos y 

durante los viajes y en otros lugares públicos, a fin de impedir la trata 

internacional de personas para fines de prostitución. 

4. A adoptar las medidas adecuadas para informar a las autoridades 

competentes de la llegada de personas que prima facie parezcan ser 

culpables o cómplices de dicha trata o víctimas de ella. 

 

ARTICULO 18 
Las Partes en el presente Convenio se comprometen, con arreglo a las 

condiciones prescritas en sus leyes nacionales, a tomar declaraciones a 

las personas extranjeras dedicadas a la prostitución, con objeto de 

establecer su identidad y estado civil y de determinar las causas que les 

obligaron a salir de su Estado. Los datos obtenidos serán comunicados a 

las autoridades del Estado de origen de tales personas, con miras a su 

repatriación eventual. 
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ARTICULO 19 
Las Partes en el presente Convenio se comprometen con arreglo a las 

condiciones prescritas en sus leyes nacionales y sin perjuicio del 

enjuiciamiento o de otra acción por violaciones de sus disposiciones, en 

cuanto sea posible: 

1. A adoptar las medidas adecuadas para proporcionar ayuda y mantener a 

las víctimas indigentes de la trata internacional de personas para fines 

de prostitución, mientras se tramita su repatriación; 

2. A repatriar a las personas a que se refiere el artículo 18 que 

desearen ser repatriadas o que fueren reclamadas por personas que tengan 

autoridad sobre ellas, o cuya expulsión se ordenare conforme a la ley. La 

repatriación se llevará a cabo únicamente previo acuerdo con el Estado de 

destino en cuanto a la identidad y la nacionalidad de las personas de que 

se trate, así como respecto al lugar y a la fecha de llegada a las 

fronteras. Cada una de las Partes en el presente Convenio facilitará el 

tránsito de tales personas a través de su territorio. 

Cuando las personas a que se refiere el párrafo precedente no pudieren 

devolver el importe de los gastos de su repatriación y carecieren de 

cónyuge, parientes o tutores que pudieren sufragarlos, la repatriación 

hasta la frontera, el puerto de embarque o el aeropuerto más próximo en 

dirección del Estado de origen, será costeada por el Estado de residencia 

y el coste del resto del viaje será sufragado por el Estado de origen. 

 

ARTICULO 20 
Las Partes en el Presente Convenio, si no lo hubieren hecho ya, deberán 

adoptar las medidas necesarias para la inspección de las agencias de 

colocación, a fin de impedir que las personas que buscan trabajo, en 

especial las mujeres y los niños, se expongan al peligro de la 

prostitución. 

 

ARTICULO 21 
Las Partes en el presente Convenio comunicarán al Secretario General de 

las Naciones Unidas las leyes y reglamentos que ya hubieren sido 

promulgados en sus Estados y, en lo sucesivo, comunicarán anualmente toda 

ley o reglamento que promulgaren respecto a las materias a que se refiere 

el presente Convenio, así como toda medida adoptada por ellas en cuanto a 

la aplicación del Convenio, Las informaciones recibidas serán publicadas 

periódicamente por el Secretario General y enviadas a todos los Miembros 

de las Naciones Unidas y a los Estados no miembros a los que se 

comunique oficialmente el presente Convenio con arreglo al 

artículo 23. 

 

ARTICULO 22 
En caso de que surgiere una controversia entre las Partes en el presente 

Convenio, respecto a su interpretación o aplicación, y que tal 

controversia no pudiere ser resuelta por otros medios, será sometida a la 

Corte Internacional de Justicia, a petición de cualquiera de las partes 

en la controversia. 
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ARTICULO 23 
El presente Convenio quedará abierto a la firma de todo Miembro de las 

Naciones Unidas, así como de cualquier otro Estado al cual el Consejo 

Económico y Social hubiere dirigido una invitación al efecto. 

El presente Convenio será ratificado y los instrumentos de ratificación 

serán depositados en la Secretaría General de las Naciones Unidas. 

Los Estados a que se refiere el párrafo primero, que no hayan firmado el 

Convenio, podrán adherirse a él, La adhesión se efectuará mediante el 

depósito de un instrumento de adhesión en la Secretaría General de las 

Naciones Unidas. 

A los efectos del presente Convenio, el término "Estado" comprenderá 

igualmente a todas las colonias y territorios bajo fideicomiso de un 

Estado que firme el Convenio o se adhiera a él, así como a todos los 

demás territorios de cuyas relaciones internacionales sea responsable tal 

Estado. 

 

ARTICULO 24 
El presente Convenio entrará en vigor noventa días después de la fecha de 

depósito del segundo instrumento de ratificación o adhesión. Respecto a 

cada Estado que ratifique el Convenio, o se adhiera a él, después del 

depósito del segundo instrumento de ratificación o adhesión, el Convenio 

entrará en vigor noventa días después del depósito por tal Estado de su 

instrumento de ratificación o adhesión. 

 

ARTICULO 25 
Transcurridos cinco años después de su entrada en vigor, cualquier Parte 

en el presente Convenio podrá denunciarlo mediante notificación por 

escrito dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. 

Tal denuncia surtirá efecto, con respecto a la Parte que la formule, un 

año después de la fecha en que sea recibida por el Secretario General de 

las Naciones Unidas. 

 

ARTICULO 26 
El Secretario General de las Naciones Unidas notificará a todos los 

Miembros de las Naciones Unidas y a los Estados no miembros a los que se 

refiere el artículo 23: 

a) De las firmas, ratificaciones y adhesiones, recibidas con arreglo al 

artículo 23; 

b) De la fecha en que el presente Convenio entrará en vigor, con arreglo 

al artículo 24; 

c) De las denuncias recibidas con arreglo al artículo 25. 

 

ARTICULO 27  
Cada Parte en el presente Convenio se compromete a adoptar, de 

conformidad con su Constitución, las medidas legislativas o de otra 

índole necesarias para garantizar la aplicación del presente Convenio. 

 

ARTICULO 28 
Las disposiciones del presente Convenio abrogarán, en las relaciones 

entre las Partes en el mismo, las disposiciones de los instrumentos 

internacionales mencionados en los incisos 1, 2, 3 y 4 del segundo 
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párrafo del Preámbulo, cada uno de los cuales se considerará caducado 

cuando todas las Partes en el mismo hayan llegado a ser Partes en el 

presente Convenio. EN FE DE LO CUAL, los infrascritos, debidamente 

autorizados para ello por sus respectivos Gobiernos, han firmado el 

presente Convenio, el cual ha sido abierto a la firma en Lake Success, 

Nueva York, el 21 de marzo de mil novecientos cincuenta, y del cual se 

enviará una copia certificada conforme al original por el Secretario 

General a todos los Estados Miembros de la Organización de las Naciones 

Unidas y a los Estados no miembros de los cuales se refiere el artículo 

23. 
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CONVENIO INTERNACIONAL 

DEL TRABAJO (NUM. 105) 

RELATIVO A LA ABOLICIÓN 

DEL TRABAJO FORZOSO 
 

 

1. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio podrá denunciarlo a la 

expiración de un periodo de diez años, a partir de la fecha en que se 

haya puesto inicialmente en vigor, mediante un acta comunicada, para su 

registro, al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo. La 

denuncia no surtirá efectos hasta un año después de la fecha en que se 

haya registrado.  

 

2. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de 

un año después de la expiración del periodo de diez años mencionado en el 

párrafo precedente, no haga uso del derecho de denuncia previsto en este 

artículo quedará obligado durante un nuevo periodo de diez años, y en lo 

sucesivo podrá denunciar este Convenio a la expiración de cada periodo de 

diez años, en las condiciones previstas en este artículo.  

 

Artículo 6  
1. El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará 

a todos los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo el 

registro de cuantas ratificaciones, declaraciones y denuncias le 

comuniquen los Miembros de la Organización. 

2. Al notificar a los Miembros de la Organización el registro de la 

segunda  ratificación que le haya sido comunicada, el Director General 

llamará la atención de los Miembros de la Organización sobre la fecha en 

que entrará en vigor el presente Convenio.  

 

Artículo 7  
El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunicará al 

Secretario General de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y 

de conformidad con el Artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, 

una información completa sobre todas las ratificaciones, declaraciones y 

actas de denuncia que haya registrado de acuerdo con los artículos 

precedentes.  

 

Artículo 8  

http://www.ssp.gob.mx/CEVAVI/ShowBinary?nodeId=/BEA%20Repository/424089//archivo
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Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de Administración de la 

Oficina Internacional del Trabajo presentará a la Conferencia una memoria 

sobre la aplicación del Convenio, y considerará la conveniencia de 

incluir en el orden del día de la Conferencia la cuestión de su revisión 

total o parcial.  

 

Artículo 9  
1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique 

una revisión total o parcial del presente, y a menos que el nuevo 

convenio contenga disposiciones en contrario:  

a) la ratificación, por un Miembro, del nuevo convenio revisor implicará, 

ipso jure, la denuncia inmediata de este Convenio, no obstante las 

disposiciones contenidas en el artículo 5, siempre que el nuevo convenio 

revisor haya entrado en vigor;   

b) a partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, 

el presente Convenio cesará de estar abierto a la ratificación por los 

Miembros.   

2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y 

contenido actuales, para los Miembros que lo hayan ratificado y no 

ratifiquen el convenio revisor.   

 

Artículo 10   
Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son 

igualmente auténticas. 

 

 


